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SUMARIO: I. Presentación del tema. II. Los derechos humanos.
III. El derecho a la protección de la salud en la Constitución
mexicana. IV. El derecho a la protección de la salud en instru-

mentos internacionales. V. Práctica médica.

I. PRESENTACIÓN DEL TEMA

La salud es un tema jurídico de primer orden. Si hubiésemos abordado
este asunto un siglo atrás, se habría localizado en el derecho secundario,
reducido a ordenamientos legales y reglamentarios, fuera de la Constitu-
ción, en la que se alojan las cuestiones más graves y relevantes de la
nación.

Hoy las cosas han cambiado: la salud es un tema constitucional. Esto
obedece a consideraciones diversas. En primer término, se debe a la im-
portancia misma de la salud para el individuo y la sociedad. Sin embargo,
siempre fue relevante, pero no siempre se le asignó, en forma y fondo, el
relieve que actualmente posee. El nuevo tratamiento jurídico correspon-
de, asimismo, a la evolución del sistema de los derechos humanos. Por
último, se relaciona con la aparición del Estado social o Estado de bienes-
tar, consecuencia natural de la evolución de los derechos humanos. La sa-
lud dejó de ser un tema de filantropía, piedad, misericordia particular, y
devino una atención central del Estado moderno.

Sobre este último punto es preciso observar que la asunción de obli-
gaciones por parte del Estado nacional trajo consigo una contrapartida in-
ternacional significativa: el desarrollo del sistema mundial de preserva-
ción de la salud —como de otras materias de interés general: el trabajo—
y la formación de organismos y programas internacionales en este campo.
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Piénsese, por ejemplo, en la Organización Mundial de la Salud y en la
Organización Panamericana de la Salud.

Por otra parte, la decadencia del Estado de bienestar, que resulta del
nuevo entendimiento de las relaciones entre el poder público; la sociedad
y los individuos, trae consigo la revisión de las cargas que el Estado acep-
ta en sus funciones de asistencia relacionadas con la salud de la pobla-
ción. Es aleccionador el gran debate internacional sobre esta materia y la
reconsideración de los programas de salud pública, trátese del régimen de
seguridad social, trátese de los sistemas de asistencia directa a la pobla-
ción no asegurada.

II. LOS DERECHOS HUMANOS

En rigor, no existe —ni podría existir— un verdadero derecho a la
salud, en el sentido estricto de la expresión. Lo que hay es un derecho a
la protección de la salud; es decir, al establecimiento de condiciones que
permitan el cuidado de este bien fundamental para la conservación de la
existencia y para la obtención de cierta calidad de vida. Esto supone que
el Estado —obligado natural bajo el concepto de los derechos humanos—
inicie, fomente, preserve y desarrolle dichas condiciones. Uno de los as-
pectos de esta misión, pero no el único, es el establecimiento de centros
de prevención y asistencia; es decir, servicios de salud destinados a aten-
der a todas las personas.

Antes me referí a la evolución de los derechos humanos. Se reconoce
la existencia de varias generaciones de derechos humanos, a partir de las
primeras grandes declaraciones —las americanas y la francesa— al final
del siglo XVIII. 

Bajo la luz de aquellos documentos y al cabo de una larga y azarosa
historia, se fijó el concepto mismo de los derechos humanos. En síntesis,
éstas son las prerrogativas, facultades o protecciones esenciales que todos
los individuos tienen en virtud de su condición humana, sin más requisito,
exigencia o consideración. Este concepto tiene una doble raíz, por lo me-
nos. Por una parte, se eleva sobre la dignidad del ser humano. Esta es una
noción dinámica —que varía y progresa en el curso del tiempo— y cuen-
ta con datos nucleares, irreductibles, como la vida y la libertad, y un dato
creciente: la calidad de la vida. Por otra parte, la idea de los derechos hu-
manos se alza sobre la certeza de que todos los hombres nacen y viven
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libres e iguales en derechos —esto es, son iguales ante la ley—, como
dijo el artículo 1o. de la Declaración francesa de 1789.

El orden jurídico de la conducta implica que un sujeto posee derechos
exigibles frente a otro, el cual tiene deberes ante aquél. A esto se refiere
la bilateralidad de la norma jurídica, cuya estructura es diferente de la que
corresponde a la norma moral, que establece deberes, pero no derechos.
La primera generación de los derechos humanos implica abstenciones del
Estado. Tal es la obligación del poder formal —y de quien lo representa o
encarna, la autoridad— ante el individuo: abstenerse de oprimir o poner
en peligro sus facultades naturales; en otros términos, respetar la libertad,
la propiedad, la seguridad; es decir, no intervenir, como no sea para ase-
gurar a cada quien el ejercicio de su propio derecho, cuya frontera se ha-
lla donde comienza el derecho de los demás.

Otra cosa ocurre en la llamada segunda generación de los derechos
humanos. Ésta proviene de una nueva relación entre el poder público y
los individuos. La libertad y la igualdad formales, la abstención aséptica
del Estado, el despliegue de las fuerzas de cada sujeto en el amplio espa-
cio de la sociedad, condujeron a otra forma de tiranía: ya no la de los
gobernantes, sino la de los conciudadanos. Obviamente, los más fuertes
impusieron su ley a los más débiles. De ahí que el nuevo concepto —o
mejor dicho, la nueva generación— de los derechos humanos involucrara
acciones o prestaciones del Estado en su trato con los gobernados, y no
apenas abstenciones de la autoridad. Esto trajo consigo la intervención
pública en las relaciones sociales, a través del Estado social o Estado de
bienestar. 

Digamos de una vez que a esta categoría corresponde el derecho hu-
mano a la protección de la salud, que hoy se prevé ampliamente en nume-
rosos textos nacionales e internacionales, que suelen formar parte de lo
que se ha denominado el contenido programático de la Constitución: una
serie de estipulaciones que concurren a diseñar el “modelo de nación” , el
“ rumbo social” , la “ ruta del Estado en procuración de la felicidad del
pueblo” .

Todavía hay otra generación de derechos humanos, la tercera, que se
relaciona con la protección del ambiente, la preservación de la paz, el bie-
nestar colectivo, la seguridad.
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III. EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD

EN LA CONSTITUCIÓN MEXICANA

La Constitución mexicana de 1917 fue la primera Constitución “social”
de la historia —es decir, de orientación social, no sólo individualista—, por
cuanto incluyó garantías de este carácter, que anteriormente se recogían, si
acaso, en la ley secundaria. La novedad se concentró, sobre todo, en el régi-
men de los derechos agrarios, establecido en el artículo 27, y de los derechos
obreros, estatuidos en el artículo 123. En 1917 no se proclamó un derecho
universal a la protección de la salud. Ésta sólo se contempló como tutela de
la salud de los trabajadores, y materia sujeta a las atribuciones legislativas
del Congreso de la Unión —es decir, competencia de la Federación—, en lo
que toca a la salubridad general. En otros ordenamientos de la primera época
del constitucionalismo social, esto es, de la primera posguerra mundial, el
tema de la salud tuvo presencia autónoma.

En 1979-1980 se introdujo una interesante reforma al artículo 4o. de
la Constitución, en el que se han depositado numerosos y diversos pro-
gramas sociales del Estado mexicano. Esa adición se refirió, en forma
restrictiva, a la salud de los menores de edad, asociada a las obligaciones
paternas: “Es deber de los padres preservar el derecho de los menores a la
satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental. La ley deter-
minará los apoyos a la protección de los menores, a cargo de instituciones
públicas.”  Obviamente, el legislador constituyente consideraba sólo a un
sector de la población, los menores de edad, y aludía, implícitamente, a
los servicios e instituciones que el Estado había desarrollado para concu-
rrir con los padres —o asistirlos— en la protección de sus hijos: los orga-
nismos de seguridad social y el Sistema para el Desarrollo Integral de la
Familia, especialmente.

La iniciativa de reforma del artículo 4o. constitucional, del 20 de
diciembre de 1982, abordó la cuestión de la salud como un verdadero de-
recho universal, esto es, como un derecho que tienen todas las personas
—que pueblan el territorio de la República— y no sólo un sector de ellas:
los menores de edad, los trabajadores, por ejemplo. Esta reforma fue
aprobada con el cambio de una sola palabra; donde la iniciativa decía:
toda persona “ tendrá”  derecho, se dijo finalmente que toda persona “ tie-
ne”  derecho.

En la exposición de motivos de la iniciativa de 1982 se hizo referen-
cia a una serie de puntos que contribuyeron a trazar el panorama nacional
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que prevalecía en el cuidado de la salud: evolución favorable en las con-
diciones de vida de la población; expansión de los servicios de salud pú-
blica y otros instrumentos que favorecen la salud: educación, protección
del ambiente, infraestructura y equipamiento, etcétera. Asimismo, se dejó
constancia de los problemas existentes en este ámbito: graves rezagos;
carencia de un verdadero sistema de salud, y falta de coordinación de en-
tidades y dependencias del Estado a cargo de servicios de salud.

Por todo ello, en la iniciativa se propuso adicionar al artículo 4o. una
“garantía social” , consecuente con “ los propósitos de justicia social de
nuestro régimen de convivencia y con los compromisos que en cuanto a
derechos humanos, México ha contraído en la Organización de Estados
Americanos desde hace décadas” . Esto vendrá a “enriquecer —se añadió
en la exposición de motivos— el contenido programático de la Constitu-
ción de Querétaro” .

En concepto de la misma exposición de motivos, la expresión “dere-
cho a la protección de la salud”  denota que ésta “es una responsabilidad
que comparten indisolublemente el Estado, la sociedad y los interesa-
dos” . Sin embargo, el carácter social de ese derecho impone a los poderes
públicos un deber correlativo: disponer de un sistema nacional de salud.
Para alcanzar este fin —se siguió diciendo— es necesario perfeccionar el
sistema nacional de planeación. El documento presidencial afirmó, por
último, la pretensión de revertir el proceso centralizador existente, redis-
tribuir responsabilidades entre la Federación, los estados y los municipios
y entregar a las jurisdicciones locales funciones, programas y recursos
manejados por la Federación.

IV. EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD

EN INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

Los individuos no fueron sujetos del derecho internacional clásico,
salvo en su condición de “súbditos”  de un Estado. Sólo los Estados figu-
raban en la escena jurídica internacional. Actualmente las cosas han cam-
biado. Los seres humanos han pasado a ser sujetos del derecho interna-
cional público, que les reconoce derechos en sendas declaraciones, pactos
y tratados, y provee al ejercicio de esos derechos —y a la observancia de
los deberes del Estado— a través de importantes instrumentos políticos y
jurisdiccionales, que actúan en diversas regiones del planeta. Estos son
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las comisiones de derechos humanos y las cortes internacionales de la
misma especialidad.

Hay dos perspectivas en el análisis de este asunto. Por una parte, la
atención de la salud aparece contemplada como un derecho asociado o
conexo a otros derechos concernientes a la protección del menor, la mujer
y la familia, la seguridad social, la alimentación, la preservación del me-
dio ambiente, etcétera. Por otra parte, aquel derecho aparece igualmente
como tema autónomo, relevante y subsistente por sí mismo. 

Desde luego, el primer derecho humano, que lógicamente preside y
precede a los restantes, sin el cual éstos carecerían de sentido y actuali-
dad, es el derecho a la vida. A partir de la tutela de la vida —y como
consecuencia obligada de esa tutela en su doble dimensión: la existencia
y la calidad de la vida— se estatuye la protección de la salud. Así lo hace
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, suscri-
ta en 1948, a la que se tiende a reconocer carácter vinculante para los
Estados del sistema interamericano (1948). En efecto, el artículo XII sos-
tiene: “Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por me-
didas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vi-
vienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los
recursos públicos y los de la comunidad” . Como su denominación lo
acredita, aquella declaración —diferente en este aspecto de otros instru-
mentos de la misma especie— no es solamente una expresión de los dere-
chos del individuo, sino también de sus obligaciones públicas. De ahí que
el artículo XXXV consigne el deber que aquél tiene de colaborar con el
Estado y la comunidad en la asistencia y seguridad sociales.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, fue ex-
pedida con la dolorosa memoria de las infinitas violaciones a los derechos
del ser humano consumadas por los Estados totalitarios antes de su derro-
ta militar en 1945. El artículo 23 de este famoso texto señala, entre otras
expresiones del nivel de vida, el derecho a asistencia médica, así como el
seguro para casos de enfermedad e invalidez.

La Declaración Universal se desarrolla a través de dos pactos interna-
cionales, con alcance mundial, de 1966. Ambos han sido suscritos por Mé-
xico y se hallan vigentes en nuestro país. Uno de ellos se refiere a los dere-
chos civiles y políticos; en él se alojan sobre todo, pues, los derechos
humanos de la primera generación. El otro corresponde a los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, temas de la segunda generación. El artículo
12,1, de este último instrumento, señala que los Estados parte —es decir,
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los que concurren en la suscripción y asunción del pacto— “ reconocen el
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud
física y mental” . En diversos incisos, dicho artículo establece medidas
conducentes al propósito que persigue.

De fecha relativamente reciente es otro notable instrumento de alcan-
ce mundial: la Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, que
también rige en México. El artículo 24,1 manifiesta que los Estados “ re-
conocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud
y a servicios para el tratamiento de enfermedades y la rehabilitación de la
salud” . Igualmente señala en diversos incisos varias medidas conducen-
tes a ese objetivo. Destaca la promoción de cooperación internacional
para “ lograr progresivamente la plena realización”  de tal derecho; y dis-
pone que “se tendrán en cuenta las necesidades de los países en desarro-
llo”  (inciso 4). 

Interesa destacar algunos extremos del Convenio citado en el párrafo
anterior, que se repiten, con mayor o menor semejanza; en otros instru-
mentos internacionales. Véase, así, que se habla del “más alto nivel posi-
ble de salud”  —como se hace en el citado Pacto de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales—, y se dice que la cooperación internacional
permitirá el alcance progresivo del derecho ahí reconocido. 

Estas expresiones son consecuentes con la idea de que los derechos
de la primera generación rigen en forma inmediata, total e incondicional,
en tanto los de la segunda tienen un carácter progresivo. Dicho en otra
forma, la exigencia de respeto a la vida o a la libertad de una persona no
está sujeta a condiciones ni evoluciones más o menos complejas y dilata-
das. Lo está, en cambio, el acceso a los derechos a la vivienda, a la educa-
ción superior, a la salud, por ejemplo. Por otro lado, la propia Convención
contiene una referencia específica —de indudable valor para los fines de la
equidad— a las naciones menos desarrolladas. 

El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y
de las Libertades Fundamentales (Roma, 1950) se relaciona principal-
mente con los derechos civiles y políticos. En el sistema europeo, la ma-
teria que ahora nos interesa figura en la Carta Social Europea (Turín,
1961). Entre los principios que aparecen en la primera parte de este docu-
mento, se recogen los siguientes: 11. “Toda persona tiene derecho a be-
neficiarse de cuantas medidas le permitan gozar del mejor estado de salud
que pueda alcanzar” ; y 13. “Toda persona desprovista de suficientes re-
cursos tiene derecho a la asistencia social y médica” . En la segunda parte
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de la Carta —consecuente con dichos principios—, el artículo 11 regula
el derecho a la protección de la salud, y el 13, el derecho a la asistencia
social y médica.

En nuestro ámbito continental, es preciso tomar en cuenta, además
de la Declaración de 1948, a la que ya me referí, el desarrollo de ésta en
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), conocida
como Pacto de San José. El tema que estamos examinando se localiza en
el Protocolo adicional en materia de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, “ Protocolo de San Salvador”  (1988). En éste, el artículo
10,1, señala: “Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el
disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social” . En una
serie de incisos se desarrollan las medidas conducentes a la satisfacción
de ese derecho.

En el marco de estas cuestiones interesa destacar una disposición que
proviene de las amargas experiencias sufridas bajo el totalitarismo nazi,
que permitió “experimentos médicos”  sobre miembros de minorías per-
seguidas, sin o contra la voluntad de los sujetos a semejante experimenta-
ción. Por ello, el derecho internacional público protector de los derechos
humanos ha establecido sendas normas prohibitivas. Estas no se hallan
entre las disposiciones relacionadas con la salud, sino entre las relativas a
derechos civiles en materia de persecución penal y administración de jus-
ticia, junto al rechazo de las penas y tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes. En este sentido se pronuncia el artículo 7o. del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, de 1966. Por cierto, conviene tomar
en cuenta que esta prohibición forma parte de aquéllas que no pueden ser
alteradas o suprimidas en caso de suspensión de derechos (artículo 5,2).

V. PRÁCTICA MÉDICA

En la parte final de esta exposición me referiré a la práctica médica y
a las responsabilidades que resultan de ella. Sabemos que el médico es
el agente por excelencia de la protección de la salud. En torno a él gira el
derecho de la salud, entendido como un conjunto de normas referentes a
cierto género de relaciones intersubjetivas, es decir, la rama jurídica que
se ocupa de la atención al derecho que todos los seres humanos tenemos a
la protección de nuestra salud, ampliamente concebida como situación de
equilibrio biopsicosocial. 
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Cada sistema jurídico previene y organiza a sus propios personajes,
titulares de derechos y/o de obligaciones. Los sujetos más relevantes del
derecho a la salud, sus protagonistas indispensables, son los usuarios de los
servicios de salud, esto es, los titulares del derecho a la protección de la
salud, y los prestadores de esos servicios: individuos o personas colecti-
vas, instituciones públicas o privadas. Obviamente, el eje de estos servi-
cios es el médico, sea que desarrolle sus actividades profesionales en for-
ma personal e independiente, sea que lo haga dentro de un grupo de
trabajo libremente constituido, o lo realice al amparo de una organización
destinada total o parcialmente a este género de actividades.

La relación entre el obligado y el usuario, que posee gran relevancia
jurídica, se concreta en actos que integran la práctica médica. A su vez,
ésta genera responsabilidad a cargo del prestador del servicio, y puede
producirla, asimismo, a cargo del usuario. Hablo de responsabilidad en el
sentido de asunción de consecuencias jurídicas derivadas de una conducta
propia, y ocasionalmente de una conducta ajena. Para que se actualice la
responsabilidad, en alguna de sus diversas vertientes —civil, penal, admi-
nistrativa—, es preciso que exista una conducta (acto u omisión) indebida
(ilícita, ilegal, antijurídica), y que ésta ocasione una consecuencia perju-
dicial (lesión de un bien jurídico o afectación de un derecho). Por lo que
hace al último extremo, se requiere que entre dicha conducta y el resulta-
do lesivo exista una relación que permita atribuir éste a quien realiza
aquélla. Esa atribución no proviene solamente del encadenamiento causal
entre la acción y el resultado —nexo sobre el que hay diversos concep-
tos—, sino también de la imputación jurídica de ese resultado a quien rea-
liza la conducta.

En este orden de consideraciones aparece el sugerente problema de la
responsabilidad de los médicos con motivo de su desempeño profesional.
Esta cuestión reviste el mayor interés para los practicantes de la medicina
y sus auxiliares, para los aplicadores de la ley y para los estudiosos de la
bioética, que afortunadamente está conquistando un buen espacio —y
ciertamente lo merece— en la atención pública y privada. Por supuesto,
es imposible desvincular la bioética de la práctica médica; ésta es uno de
los terrenos más destacados para las preocupaciones de aquélla.

Aquí es necesario subrayar las obligaciones inherentes al desempeño
profesional de la medicina y de sus disciplinas auxiliares. En primer tér-
mino, llegan a la escena los deberes éticos. Uno de los asuntos más transi-
tados de la filosofía del derecho es el deslinde entre las normas éticas y
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las normas jurídicas. Ciertamente se trata de órdenes diferentes. Con fre-
cuencia se ha dicho —pero también rechazado— que el derecho es el
“mínimo ético exigible” . Para medir el alcance de esta expresión, tómese
en cuenta que los deberes morales de un individuo surgen ante él mismo,
ante su conciencia, en su fuero interno; no son deberes exigibles por un
poder externo al sujeto. Esto último —la exigencia externa de cumpli-
miento de las obligaciones, inclusive de manera impositiva, mediante la
coerción y la sanción pública— caracteriza al orden jurídico. 

Sin embargo, hay bienes comunes para ambos órdenes de la conduc-
ta, que luego determinan obligaciones coincidentes. Podemos pensar que
el Decálogo contiene deberes morales —principalmente orientados a la
protección de la vida—, que también figuran como obligaciones jurídicas
fundamentales. Ahora bien, no todas las disposiciones morales deben ser
adoptadas por el derecho. Éste sólo asume como propias las estrictamente
indispensables para la subsistencia y buena marcha de la vida social. Hay
otros deberes, estrictamente morales, de los que el derecho se desentien-
de; quedan sujetos únicamente al fuero de la conciencia.

La práctica médica es un ámbito ejemplar acerca de los deberes mo-
rales transformados en vinculaciones jurídicas. Por supuesto, la “ética
profesional”  no es privativa de la medicina; la hay en todas las profesio-
nes. Sin embargo, adquiere un tono diferente y mayor en la práctica mé-
dica, derivado de la excepcional importancia de los bienes que entran en
juego en este campo: la vida y la salud, nada menos. Por ello, diversos
ordenamientos legales elevan expresamente los deberes de la “ética pro-
fesional”  al plano de los deberes jurídicos. 

Hay numerosos ejemplos de lo anterior en la legislación mexicana en
materia de salud. Así, el artículo 51 de la Ley General de Salud estatuye
el derecho de los usuarios de servicios de salud a “ recibir atención profe-
sional y éticamente responsable” . La fracción I del artículo 100 del mis-
mo ordenamiento dispone que la investigación en seres humanos “deberá
adaptarse a los principios científicos y éticos que justifican la investiga-
ción médica” .

En el mismo orden de consideraciones, el artículo 75 de la Ley Gene-
ral de Salud previene que el internamiento de los enfermos mentales debe
ajustarse a los “principios éticos y sociales, además de los requisitos
científicos y legales que determine la Secretaría de Salud y establezcan
las disposiciones jurídicas aplicables” . Igualmente, el artículo 8o. del Re-
glamento de la Ley General de Salud en materia de prestación de servi-
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cios de atención médica sostiene que ésta “deberá llevarse a efecto de
conformidad con los principios científicos y éticos que orientan la prácti-
ca médica” .

Como se ve, todos estos preceptos —y otros muchos— invocan la
ética y la ciencia. Esto último conduce a la segunda categoría de deberes
que debe observar el practicante de la medicina, el profesional de la sa-
lud, para el debido desempeño de su actividad. Me refiero al deber técni-
co, la lex artis, las reglas inherentes al ejercicio profesional, en las condi-
ciones y dentro de las circunstancias prevalecientes. En el ámbito del
derecho penal, la “ lex artis”  se relaciona estrechamente con el deber de
cuidado que debe aplicar el practicante de una profesión para prever y
evitar consecuencias peligrosas o lesivas, o bien, reducir el alcance de las
consecuencias lesivas inevitables.

Este deber técnico se documenta en las normas técnicas expedidas
por las autoridades competentes, que forman parte del derecho de la sa-
lud. Se trata del

conjunto de reglas científicas o tecnológicas de carácter obligatorio, emiti-
das por la Secretaría de Salud, que establezcan los requisitos que deben sa-
tisfacerse en la organización y prestación de servicios, así como en el desa-
rrollo de actividades en materia de salubridad general, con el propósito de
uniformar principios, criterios, políticas y estrategias (artículo 14 de la Ley
General de Salud).

Evidentemente, es posible que el practicante de la medicina se pro-
ponga causar un resultado delictuoso —el resultado previsto por la ley
penal: la alteración de la salud, la privación de la vida, etcétera—, caso en
el que deberá responder por su conducta dolosa. Pero lo más frecuente es
que la responsabilidad surja bajo otro concepto penal, la culpa, anterior-
mente denominada imprudencia, impericia, falta de reflexión o de cuida-
do. La culpa —la acción culposa, que genera el llamado delito impruden-
cial— deriva de la violación del deber de cuidado que debió observar el
practicante profesional. Sobre este particular es necesario recurrir a la
fórmula contenida en el segundo párrafo del artículo 9o. del Código Pe-
nal: “Obra culposamente el que produce el resultado típico, que no previó
siendo previsible o previó confiando en que no se produciría, en virtud de
la violación a un deber de cuidado, que debía y podía observar según las
circunstancias y condiciones personales” .
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